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1. PLANTEAMIENTO 

 

En la presente publicación trataremos de resolver si aparte de lo dispuesto en la Orden 

EHA/2011 para servicios financieros (art. 7.2, por el cual “las entidades de crédito 

deberán conservar el documento contractual y poner a disposición del cliente copia del 

mismo siempre que éste lo solicite”) existe alguna otra norma que imponga a las empresas 

el deber de guardar documentación contractual a disposición de los clientes y en qué plazo 

puede exigirse su entrega. 

 

2. HECHOS 

 

A este respecto, resulta esclarecedora la STS (Sala de lo Civil) núm. 547/2021, de 19 de 

julio, resolviendo un recurso de casación, con la Excma. Sra. D.ª M.ª Ángeles Parra Lucán 

como ponente, que procedemos a examinar.  

 

 
1 ROJ: STS 3037:2021. ECLI: ES:TS:2021:3037. Fuente de suministro: Centro de Documentación Judicial. 

IdCendoj: 28079110012021100529 
 Trabajo realizado en el marco del Contrato con referencia 2021-COB-10466-002 con cargo a la Ayuda 

para la financiación de actividades de investigación dirigidas a grupos de la UCLM Ref.: 2021-GRIN31309, 

denominado "Grupo de Investigación del Profesor Ángel Carrasco" (GIPAC); del Proyecto de 

Investigación PGC2018-098683-B-I00, del Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades (MCIU) y 

la Agencia Estatal de Investigación (AEI) cofinanciado por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional 

(FEDER) titulado “Protección de consumidores y riesgo de exclusión social”, del que son investigadores 

principales el profesor Ángel Carrasco Perera y la profesora Encarna Cordero Lobato; y a la ayuda para la 

realización de proyectos de investigación científica y transferencia de tecnología, de la Junta de 

Comunidades de Castilla-La Mancha cofinanciadas por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER) 

para el Proyecto titulado “Protección de consumidores y riesgo de exclusión social en Castilla-La Mancha” 

(PCRECLM) con Ref.: SBPLY/19/180501/000333 dirigido por Ángel Carrasco Perera y Ana Isabel 

Mendoza Losana. 
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Tal Sentencia dimana de un procedimiento en el que en primera instancia, entre otros 

pedimentos, se solicitaba que se declarase la obligación legal de la demandada (Banco 

Popular Español, S.A.) de entregar a una consumidora la documentación que justificaba 

unos apuntes de la demanda presentada el 29 de septiembre de 2015 (documentación 

consistente en contratos de letras y bonos del tesoro, imposiciones a plazo, compras de 

acciones y fondos de inversión desde 1992 a 2004), lo que, a su vez, nos lleva a 

preguntarnos cuál es el plazo de esta supuesta obligación. 

 

El Juzgado declaró la nulidad del contrato y condenó al banco a pagar las cantidades 

solicitadas, pero desestimó la pretensión relativa a la entrega de la documentación, lo que 

fue confirmado por la Audiencia, teniendo en cuenta que, de conformidad con la 

normativa que impone a las entidades de crédito la obligación de conservar la 

documentación, dicho plazo es de seis años, por lo que estiman que el banco cumplió al 

entregar la documentación solicitada extrajudicialmente (documentos desde 2004). 

 

Sin embargo, la consumidora interpuso recurso de casación contra la anterior resolución 

basado en un único motivo: la infracción del artículo 1964 del Código Civil, pues 

considera que la obligación de las entidades de crédito de entregar la documentación 

contractual está sometida al plazo de prescripción de quince años (plazo de prescripción 

de las acciones personales en fecha de su solicitud) y que los anteriores pronunciamientos 

se oponen a la jurisprudencia del Tribunal Supremo sobre esta cuestión, que no debe 

confundirse con el plazo de conservación de los documentos por las entidades de crédito 

(reducido a 6 años), esgrimiendo que el banco tiene la “carga de conservar, en su propio 

interés, toda aquella documentación relativa al nacimiento, modificación y extinción de 

sus derechos y de las obligaciones que le incumben, al menos durante el período en que 

-a tenor de las normas sobre prescripción- pueda resultarle conveniente promover el 

ejercicio de los primeros, o sea posible llegue a serle exigido el cumplimiento de las 

segundas”. Para fundamentar sus argumentos cita las sentencias de fecha 14 de noviembre 

de 2001, 24 de marzo de 2006 y 12 de mayo de 2008. 

 

En síntesis, se plantea a la Sala si el plazo que tienen los consumidores para exigir a las 

entidades financieras documentación contractual es el de prescripción de las acciones 

personales (anteriormente quince años, ahora cinco -al ser modificado por la disposición 

final 1 de la Ley 42/2015, de 5 de octubre, en vigor a partir del 07/10/2015-), o si se 

corresponde con el plazo que exige a las entidades conservar la documentación durante 

seis años. 

 

 

3. PRONUNCIAMIENTO DEL TRIBUNAL SUPREMO 
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El Alto Tribunal, con carácter previo a decidir sobre el recurso, parte de la normativa y 

de la jurisprudencia invocadas por la recurrente. 

 

3.1. La obligación de entrega de la documentación contractual a clientes 

 

A continuación realizamos un listado de las normas que establecen la obligación de 

entrega del documento contractual, citadas por la recurrente para fundamentar su 

pretensión: 

 

i. Norma sexta de la Circular del Banco de España núm. 8/1990, de 7 de 

septiembre, a Entidades de Crédito, sobre transparencia de las operaciones 

y protección de la clientela 

ii. Art. 15 del Real Decreto 629/1993, de 3 de mayo, sobre normas de 

actuación en los mercados de valores y registros obligatorios 

iii. Art. 63 del Texto Refundido de la Ley general para la defensa de los 

consumidores y usuarios 

iv. Art. 13 de la Orden EHA/1608/2010, de 14 de junio, sobre transparencia de 

las condiciones y requisitos de información aplicables a los servicios de 

pago, derogada por la Orden ECE/1263/2019, de 26 de diciembre, sobre 

transparencia de las condiciones y requisitos de información aplicables a 

los servicios de pago. 

v. Art. 7.1 de la Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia y 

protección del cliente de servicios bancarios. 

vi. Art. 16 de la Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al 

consumo. 

 

El Tribunal Supremo, tras enumerar la anterior normativa, manifiesta los siguientes 

axiomas, esenciales para la resolución del caso: 

 

i. “No cabe duda de que la entrega de la documentación contractual es 

exigible (arts. 1258 y 1096 CC)” (FD 4º. IV). 

ii. “La obligación de entrega del contrato es una prestación legal accesoria o 

complementaria de las obligaciones asumidas contractualmente por las 

entidades que sirve para probar la existencia del contrato y su contenido 

(art. 1258 CC)” (FD 4º. V), que tiene por finalidad que el cliente pueda 

comprobar la exactitud de lo acordado y que tenga constancia de lo 

contratado para poder comprobar durante la ejecución del contrato si se está 

cumpliendo correctamente. 
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No obstante, en este punto no aclara en qué plazo puede ser exigida la entrega de la 

documentación que pretende la recurrente (solamente indica que “será exigible 

inmediatamente” y que, atendiendo a las circunstancias, “es razonable (…) reconocer 

que el cliente pueda solicitar su entrega durante el tiempo que se mantenga la relación 

contractual”). Luego, ¿podemos extraer que esta obligación finaliza cuando se acaba 

la relación contractual? 

 

3.2.  Obligación de conservar la documentación contractual 

 

La ponente seguidamente recuerda que existe un conjunto normativo que impone 

obligaciones de conservar documentos con distintos fines (como las obligaciones 

tributarias; de prevención de blanqueo de capitales o las obligaciones contables) y 

que, según lo establecido en el Código de Comercio (artículo 30.1), los comerciantes 

y empresarios en el marco de las obligaciones profesionales, tienen la obligación de 

conservar la documentación de sus negocios “durante seis años, a partir del último 

asiento realizado en los libros, salvo lo que se establezca por disposiciones generales 

o especiales”. Reparando en la normativa especial2, “el archivo de justificantes de 

órdenes deberá mantenerse por un período mínimo de seis años desde que las órdenes 

son recibidas”. 

 

3.3.  ¿El pronunciamiento de primera instancia, reiterado por la 

Audiencia Provincial, es contrario a la jurisprudencia en esta materia? 

 

Las sentencias invocadas lo que consignan es el rechazo de que el artículo 30.1 del 

CCom “releve a la entidad de la carga de conservar, en su propio interés toda aquella 

documentación relativa al nacimiento, modificación y extinción de los derechos y de 

las obligaciones que le incumben, al menos durante el período en que, a tenor de las 

normas sobre prescripción, pueda resultarle conveniente promover el ejercicio de los 

primeros o sea posible que les llegue a ser exigido el cumplimiento de las segundas” 

(para cumplir con la carga de la prueba que le incumba) -no que las entidades tengan 

obligación de aportar la documentación cuando el cliente se la solicite una vez 

superado el periodo de conservación-. 

 

3.4. Fallo 

 

 
2 Real Decreto 629/1993, de 3 de mayo, sobre normas de actuación en los mercados de valores y registros 

obligatorios (derogado por Real Decreto 217/2008, de 15 de febrero, sobre el régimen jurídico de las 

empresas de servicios de inversión y de las demás entidades que prestan servicios de inversión); la norma 

2 punto 8º de la Circular 3/1993, de 29 de diciembre, sobre Registro de Operaciones y Archivo de 

Justificantes de órdenes de la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV). 
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Para dirimir la controversia que nos ocupa, la Sala subraya que la recurrente no 

pretende que se le remitan los documentos contractuales para comprobar el 

cumplimiento conforme a lo acordado, ciertamente no explica su concreto interés 

(meramente invoca una “genérica preocupación respecto de sus inversiones”), sino 

que pretende que se declare que la obligación legal de la demandada de entregar la 

documentación solicitada está sujeta a un plazo de prescripción de 15 años, y que, si 

bien, se argumenta que es preciso distinguir el plazo de conservar de la propia 

obligación de entregar, es evidente que “no se podría entregar si no se ha conservado, 

por lo que realmente lo que pretende es que se amplíe la obligación de conservar la 

referida documentación” (FD 6º. IV), lo que no puede acontecer, por lo que el recurso 

de casación es desestimado, con imposición de costas a la recurrente. 

 

En todo caso, tras la reforma del art. 1964 CC por la Ley 42/2015, de 5 de octubre, es 

de 5 años, de modo que actualmente no se generaría el problema planteado. 

 

4. CONCLUSIONES 

 

i. Al constituir una prestación legal accesoria o complementaria de las obligaciones 

asumidas contractualmente puede solicitarse la entrega del contrato 

inmediatamente y “durante el tiempo que se mantenga la relación contractual” (a 

lo largo del periodo de vigencia del contrato) para constatar si durante su ejecución 

el contrato se está cumpliendo adecuadamente (art. 1258 CC). 

 

ii. Más allá solamente será exigible solicitar la documentación en el plazo en que la 

entidad esté obligada a conservarla (ya sea por las normas generales de 

comerciantes y empresarios -art. 30.1 CCom- o por normas especiales). 
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